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Acuerdo Ministerial Nro. MIES-2022-035

Mgs. Esteban Bernal Bernal
MINISTRO DE INCLUSIÓN ECONÓMICA Y SOCIAL

CONSIDERANDO:

Que, el numeral 13 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador,
consagra el derecho de libertad de los ciudadanos a asociarse, reunirse y manifestarse
en forma libre y voluntaria;

Que, el artículo 96 ibídem señala que “se reconocen todas las formas de organización
de la sociedad, como expresión de la soberanía popular para desarrollar procesos de
autodeterminación e incidir en las decisiones y políticas públicas y en el control social
de todos los niveles de gobierno, así como de las entidades públicas y de las privadas
que presten servicios públicos. Las organizaciones que podrán articularse en
diferentes niveles para fortalecer el poder ciudadano y sus formas de expresión y
deberán garantizar la democracia interna, la alternabilidad de sus dirigentes y la
rendición de cuentas”;

Que, el artículo 154 numeral 1 de la Constitución de la República, consagra que las
Ministras y Ministros de Estado, a efectos de ejercer la rectoría de las políticas
públicas del área a su cargo, expedirán los acuerdos y resoluciones administrativas que
requiera su gestión;

Que, en los artículos 31, 32 y 33 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana se
promueve la capacidad de organización y fortalecimiento de las organizaciones
existentes y a efectos de su legalización y registro, el artículo 36 del mismo cuerpo
normativo establece que las organizaciones sociales que desearen tener personalidad
jurídica deberán tramitarla en las diferentes instancias públicas que correspondan a su
ámbito de acción y actualizarán sus datos conforme a sus estatutos;

Que, los artículos 565 y 567 de la codificación del Código Civil, publicado en el
Registro Oficial No. 46 de junio 24 de 2005, contemplan que, corresponde al
Presidente de la República aprobar mediante la concesión de personería jurídica, a las
organizaciones de derecho privado, que se constituyan de conformidad con las normas
del Título XXX, Libro I del citado cuerpo legal;

Que, el literal k) del artículo 11 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de
la Función Ejecutiva establece, como parte de las atribuciones del Presidente de la
República, la delegación a los Ministros, de acuerdo con la materia de que se trate;

Que, el artículo 7 del Código Orgánico Administrativo contemple que el principio de
desconcentración, dentro de la función administrativa se desarrolla bajo el criterio de
distribución objetiva de funciones, privilegia la delegación de la participación de la
repartición de funciones entre los órganos de una misma administración pública, para
descongestionar y acercar las administraciones a las personas;

Que, el artículo 55 ibídem, determina las atribuciones propias de las diversas entidades y
autoridades de la Administración Pública Central e Institucional, serán delegables en las
autoridades u órganos de inferior jerarquía, excepto las que se encuentren prohibidas por
Ley o por Decreto. La delegación será publicada en el Registro Oficial. Los delegados de
las autoridades y funcionarios de la Administración Pública Central e Institucional en los
diferentes órganos y dependencias administrativas, no requieren tener calidad de
funcionarios públicos;

Que, el artículo 85 del mismo cuerpo normativo establece que la competencia
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administrativa es la medida de la potestad que corresponde a cada órgano administrativo.
La competencia es irrenunciable y se ejercerá por los órganos que la tengan atribuida como
propia, salvo los casos de delegación o avocación, cuando se ejerzan en la forma prevista
en este estatuto;

Que, el artículo 69 del Código Orgánico Administrativo, determina que la delegación de
competencias de los órganos administrativos pueden delegar el ejercicio de sus
competencias, incluida la de gestión; en el mismo sentido determina que la delegación de
gestión no supone cesión de la titularidad de la competencia;

Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 339 de 28 de noviembre de 1998, publicado en
el Registro Oficial No. 77 de 30 de noviembre de 1998, el entonces Presidente
Constitucional de la República delegó la facultad para que cada Ministerio de Estado,
de acuerdo al ámbito de su competencia, apruebe los estatutos y las reformas de las
Corporaciones y Fundaciones;

Que, el artículo 6 del Acuerdo No. SNGP-008-2014 de 27 de noviembre de 2014,
expedido por la Secretaría Nacional de Gestión de la Política, publicado en el Registro
Oficial Nro. 438 de 13 de febrero de 2015, señala que para determinar qué institución
del Estado es competente para conocer, tramitar y gestionar la personalidad y vida
jurídica de una organización social creada al amparo del Código Civil, se tomará en
cuenta únicamente su ámbito de acción, objetivos y fines, mismos que deben ser
circundantes entre sí;

Que, el numeral 7 del artículo 8 del Acuerdo No. SNGP-0008-2014 indica que el
Ministerio de Inclusión Económica y Social regula organizaciones sociales que
“promuevan y/o velan o guardan relación con: la inclusión social relacionada con el
ciclo de vida (niñas, niños, adolescentes, jóvenes, adultos mayores); el cumplimiento
de los derechos de niñas, niños, adolescentes, jóvenes, adultos mayores; el rol de la
familia en la protección, cuidado y ejercicio de derechos y deberes; los
emprendimientos individuales, familiares, asociativos y de empleo en grupos de
atención prioritaria, especialmente en situación de pobreza, extrema pobreza y
vulnerabilidad; la prevención del riesgo, amenaza y vulneración de derechos, así como
la protección especial en situación de violación de derechos por ciclo de vida y
condición de discapacidad; la progresividad en la política de aseguramiento universal
y aseguramiento no contributivo, cuidado, protección y voluntariado; el impulso y
protección a los grupos de atención prioritaria, especialmente en situación de pobreza,
extrema pobreza y vulnerabilidad; la garantía de calidad en el cuidado y desarrollo
integral de niñas, niños, adolescentes, jóvenes, adultos mayores y personas con
discapacidad en los servicios públicos, privados y de atención integral; las personas
y grupos en situación de vulnerabilidad; los grupos de personas migrantes internos,
de una provincia, un cantón o parroquia a otras; los discapacitados (siempre que sus
objetivos principales no sean inherentes al sistema de salud pública); y, los derechos y
atención (no de salud) de los grupos de atención prioritaria o de inclusión social por
ciclo de vida, siempre y cuando su objetivo principal NO sea la generación de
recursos económicos a través de la producción o comercialización de estos bienes o
servicios, ni lo relacionado con el derecho al trabajo”;

Que, con Decreto Ejecutivo Nro. 193 de 23 de octubre de 2017 se expidió el
Reglamento para el Otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones
Sociales, publicado en el Registro Oficial, Suplemento N° 109 de 27 de octubre de
2017, dentro del cual se establece el procedimiento de liquidación y disolución de
organizaciones sociales;

Que, mediante Acuerdo Ministerial N° 036, de 21 de mayo del 2021, el Ministerio de
Inclusión Económica y Social expidió las “Normas Generales Para la Atención de
Trámites de Organizaciones Sociales y la Aplicación del Reglamento Para el
Otorgamiento de Personalidad Jurídica a Organizaciones Sociales, emitido mediante
Decreto Ejecutivo No. 193 de 23 de octubre de 2017”, relacionado con los trámites de
aprobación del estatuto y otorgamiento de la personalidad jurídica, reforma de
estatutos, inclusión y exclusión de miembros, registro de directiva, reactivación,



Segundo Suplemento Nº 160 - Registro Oficial

4 

Viernes 30 de septiembre de 2022

3

disolución y liquidación de organizaciones sociales que estén bajo el control del MIES;

Que, el Estatuto Orgánico por Procesos del Ministerio de Inclusión Económica y
Social – MIES, expedido mediante Acuerdo Ministerial No. 030 de 16 de junio de
2020, establece como misión de la Dirección de Organizaciones Sociales: “planificar,
coordinar, gestionar, controlar y evaluar la asesoría jurídica y procesos de creación,
disolución, liquidación y demás actos propios de la vida jurídica de las organizaciones
sociales sin fines de lucro; así como, viabilizar su regulación y realizar el seguimiento
a sus actividades jurídicas, dentro del marco legal aplicable, a fin de que cumplan con
la normativa especial e institucional vigente”;

Que, de igual forma, la disposición General Novena del antedicho Estatuto preceptúa:
“Para la implementación de las Direcciones de los Distritos Tipo A, se aplicarán las
atribuciones, responsabilidades, productos y servicios de los procesos sustantivos y
adjetivos, mientras que para los Distritos Tipo B y Oficinas Técnicas, se aplicarán las
atribuciones, responsabilidades, productos y servicios de los procesos sustantivos,
constantes en el presente Estatuto Orgánico. Para el caso de las Direcciones
Distritales Tipo B y Oficinas Técnicas, las atribuciones, responsabilidades y
productos de los procesos adjetivos de apoyo y asesoría, lo asumirán Planta Central y
Coordinaciones Zonales en el ámbito de su competencia”;

Que, como puede evidenciarse, a través del mencionado Acuerdo Ministerial se
suprimió la Coordinación Zonal 9 y las Direcciones Distritales Quito Norte, Centro y
Sur se convirtieron en Unidades Desconcentradas Tipo “B”, sin procesos adjetivos de
apoyo y asesoría y sin competencias para la atención de los trámites de Organizaciones
Sociales, asumiendo dichas responsabilidades Planta Central y Coordinaciones
Zonales en el ámbito de su competencia;

Que, a través del artículo 12, literal a) del Acuerdo Ministerial N° MIES-2021-016 de
17 de diciembre de 2021, el Ministro de Inclusión Económica y Social delegó al/la
Director/a de Organizaciones Sociales, la suscripción de todos los actos
administrativos, actos de simple administración, resoluciones y actos jurídicos sobre
reglamentación a las organizaciones sociales previstas en el Código Civil y en las
Leyes Especiales, de las Direcciones Distritales Tipo “B” a cargo de la Dirección de
Coordinación del Distrito Metropolitano de Quito;

Que, la ASOCIACIÓN DE AMIGOS AVITALSA obtuvo la aprobación del Estatuto y
personalidad jurídica, mediante Resolución Ministerial No. 0144 de 22 de mayo de 2014,
domiciliada en Quito, provincia de Pichincha;

Que, mediante solicitud s/n, de 16 de mayo de 2022, ingresado a esta Cartera de Estado,
mediante el Sistema de Gestión Documental QUIPUX, con trámite No. MIES-DM-
DGDAC-2022-2648-EXT de 16 de mayo de 2022, la señorita Maritza Margarita Ávalos
Jácome, en representación de la ASOCIACIÓN DE AMIGOS AVITALSA, ha presentado
documentación habilitante para ser disuelta y liquidada la organización;

Que, mediante acta de Asamblea General Extraordinaria de 16 de febrero de 2022, en
su calidad de máxima órgano de gobierno la ASOCIACIÓN DE AMIGOS
AVITALSA, resolvió la disolución y liquidación de la organización y nombró como
Liquidador de la organización al Sr. Galo Paúl Ganan Lesano, con cédula de ciudadanía
número 1712294691;

Que, del informe presentado por el liquidador se desprende que la organización ha
liquidado sus activos, ha saneado el pasivo y ha cumplido con cada una de las
obligaciones que ha contraído, adjuntando para el efecto documentos de respaldo;

Que, el numeral 10 del artículo 3 de la Ley Para la Optimización y Eficiencia de
Trámites Administrativos señala la responsabilidad del administrado sobre la
veracidad y autenticidad de la información proporcionada;

Que, el procedimiento de liquidación se realizó al amparo de lo establecido en los
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artículos 41 y 42 del Estatuto Social y de conformidad a lo señalado en el Acuerdo
Ministerial 036 de 21 de mayo de 2021 y Reglamento en materia de Organizaciones
Sociales, así como lo dispuesto en el Código Civil vigente;

Que, el Analista Jurídico de la Dirección de Organizaciones Sociales del MIES,
mediante memorando Nro. MIES-CGAJ-DOS-2022-0672-M, emitió Informe
Favorable, del cual se desprende que el proceso de Disolución y Liquidación
Voluntaria cumple con los requisitos técnicos y legales, por lo que recomienda su
aprobación.

En uso de sus facultades.

ACUERDA:

Art. 1.- Aprobar la DISOLUCIÓN Y LIQUIDACIÓN VOLUNTARIA de la
ASOCIACIÓN DE AMIGOS AVITALSA con domicilio en esta ciudad de Quito del
Distrito Metropolitano de Quito, provincia de Pichincha, constituida mediante
Resolución Ministerial No. 0144 de 22 de mayo de 2014.

Art. 2.- Declarar DISUELTA Y LIQUIDADA a la ASOCIACIÓN DE AMIGOS
AVITALSA; y, comunicar que la veracidad del contenido del informe remitido es de
exclusiva responsabilidad del liquidador y de la organización.

Art. 3.- Notificar al Representante legal de Organización con el presente Acuerdo
Ministerial de Disolución y Liquidación Voluntaria a fin de que haga valer sus derechos
ante cualquier autoridad pública o privada.

Art. 4.- De la ejecución del presente Acuerdo, encárguese a la Dirección de
Organizaciones Sociales.

Art. 5.- Entréguese tres (03) ejemplares debidamente sellados, para su custodia y
archivo organizacional.

Art. 6.- El presente Acuerdo Ministerial entrará en vigencia a partir de su expedición.

COMUNÍQUESE Y PUBLÍQUESE.- Dado en el Distrito Metropolitano de Quito, a
los 6 días del mes de junio del 2022.

Mgs. Esteban Bernal Bernal
MINISTRO DE INCLUSIÓN ECONÓMICA Y SOCIAL

Firmado electrónicamente por:

ESTEBAN REMIGIO
BERNAL BERNAL
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Razón: Siento como tal que, Doctora Karla Verónica Narváez Muñoz, con 
cédula de ciudadanía Nro. 0301578985, en calidad de Directora de 
Gestión Documental y Atención Ciudadana, conforme se desprende de la 
Acción de Personal Nro. GMTTH-1604, de fecha 15 de noviembre de 
2021; de conformidad a las atribuciones y responsabilidades establecidas 
en la Reforma Integral al Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por 
Procesos del Ministerio de Inclusión Económica y Social, expedido 
mediante Acuerdo Ministerial Nro. 030, el 16 de junio de 2020, publicado 
en el Registro Oficial, Edición Especial, Nro. 1099, de 30 de septiembre 
de 2020; Certifico: Que las cuatro (04) fojas que anteceden, son Fiel 
copia del Original, mismas que reposan en la Dirección de Gestión 
Documental y Atención Ciudadana, de esta Cartera de Estado.- Lo 
certifico.- Quito a 23 de junio de 2022. 

 

 

 

Doctora Karla Verónica Narváez Muñoz 
Directora de Gestión Documental y Atención Ciudadana 

MINISTERIO DE INCLUSIÓN ECONÓMICA Y SOCIAL 

Elaborado por: Danilo Durán. 23-06-2022

Firmado electrónicamente por:

KARLA VERONICA
NARVAEZ MUNOZ
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ACUERDOMINISTERIAL No. MIES - 2022 - 037

Mgs. Esteban Remigio Bernal Bernal
MINISTRO DE INCLUSIÓN ECONÓMICA Y SOCIAL

CONSIDERANDO:

Que, el artículo 3 de la Constitución de la República del Ecuador establece que son deberes
primordiales del Estado: “1. Garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los derechos
establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales, en particular la educación, la
salud, la alimentación, la seguridad social y el agua para sus habitantes; (…) 5. Planificar el
desarrollo nacional, erradicar la pobreza, promover el desarrollo sustentable y la redistribución
equitativa de los recursos y la riqueza, para acceder al buen vivir”;

Que, el artículo 13 de la Constitución de la República del Ecuador, determina que “las personas y las
colectividades tienen derecho al acceso seguro y permanente a alimentos sanos, suficientes y
nutritivos; preferentemente producidos a nivel local y en correspondencia con sus diversas
identidades y tradiciones culturales. El Estado deberá promover la soberanía alimentaria”;

Que, el artículo 14 de la Constitución de la República del Ecuador reconoce el derecho de la
población a vivir en un ambiente sano y ecológicamente equilibrado que garantice la sostenibilidad y
el buen vivir;

Que, el artículo 32 de la Constitución de la República del Ecuador, establece que “la salud es un
derecho que garantiza el Estado, cuya realización se vincula al ejercicio de otros derechos, entre
ellos el derecho al agua, la alimentación, la educación, la cultura física, el trabajo, la seguridad
social, los ambientes sanos y otros que sustentan el buen vivir”;

Que, el artículo 35 de la Constitución de la República del Ecuador señala que “las personas adultas
mayores, niñas, niños y adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad, personas
privadas de libertad y quienes adolezcan de enfermedades catastróficas o de alta complejidad,
recibirán atención prioritaria y especializada en los ámbitos público y privado. La misma atención
prioritaria recibirán las personas en situación de riesgo, las víctimas de violencia doméstica y sexual,
maltrato infantil, desastres naturales o antropogénicos. El Estado prestará especial protección a las
personas en condición de doble vulnerabilidad”;

Que, el artículo 36 de la Constitución de la República del Ecuador señala que “las personas adultas
mayores recibirán atención prioritaria y especializada en los ámbitos público y privado, en especial
en los campos de inclusión social y económica, y protección contra la violencia. Se considerarán
personas adultas mayores aquellas personas que hayan cumplido los sesenta y cinco años de edad”;

Que, el artículo 43 de la Constitución de la República del Ecuador, determina que: “El Estado
garantizará a las mujeres embarazadas y en periodo de lactancia los derechos a: 1. No ser
discriminadas por su embarazo en los ámbitos educativo, social y laboral. 2. La gratuidad de los
servicios de salud materna. 3. La protección prioritaria y cuidado de su salud integral y de su vida
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durante el embarazo, parto y posparto. 4. Disponer de las facilidades necesarias para su
recuperación después del embarazo y durante el periodo de lactancia”;

Que, el artículo 45 de la Constitución de la República del Ecuador, en su primer inciso, dispone que
“las niñas, niños y adolescentes gozarán de los derechos comunes al ser humano además de los
específicos de su edad. El Estado reconocerá y garantizará la vida incluido el cuidado y protección
desde la concepción”;

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en el artículo 48, determina que “el Estado
adoptará a favor de las personas con discapacidad medidas que aseguren: 1. La inclusión social,
mediante planes y programas estatales y privados coordinados, que fomenten su participación
política, social, cultural, educativa y económica”;

Que, el artículo 85 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “La formulación,
ejecución, evaluación y control de las políticas públicas y servicios públicos que garanticen los
derechos reconocidos por la Constitución, se regularán de acuerdo con las siguientes disposiciones: 1.
Las políticas públicas y la prestación de bienes y servicios públicos se orientarán a hacer efectivos el
buen vivir y todos los derechos, y se formularán a partir del principio de solidaridad. (...) 3. El Estado
garantizará la distribución equitativa y solidaria del presupuesto para la ejecución de las políticas
públicas y la prestación de bienes y servicios públicos”;

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 154, señala que, a las ministras y
ministros de Estado, además de las atribuciones establecidas en la ley, les corresponde: 1. Ejercer la
rectoría de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones
administrativas que requiera su gestión;

Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, determina: “Las instituciones del
Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen
en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean
atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento
de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución”;

Que, el artículo 283 de la Constitución de la República del Ecuador establece que el sistema
económico es social y solidario; reconoce al ser humano como sujeto y fin, propende a una relación
dinámica y equilibrada entre sociedad, Estado y mercado, en armonía con la naturaleza; y tiene por
objetivo garantizar la producción y reproducción de las condiciones materiales e inmateriales que
posibiliten el buen vivir;

Que, el numeral 1 del artículo 284 de la Constitución de la República del Ecuador determina que la
política económica tendrá, entre otros objetivos, asegurar una adecuada distribución del ingreso y de la
riqueza nacional;

Que, el artículo 340 de la Constitución de la República del Ecuador señala que el sistema nacional de
inclusión y equidad social es el conjunto articulado y coordinado de sistemas, instituciones, políticas,
normas, programas y servicios que aseguran el ejercicio, garantía y exigibilidad de los derechos
reconocidos en la Constitución y el cumplimiento de los objetivos del régimen de desarrollo;

Que, el artículo 341 de la Constitución de la República del Ecuador dispone que corresponde al
Estado generar las condiciones para la protección integral de sus habitantes a lo largo de sus vidas, que
aseguren los derechos y principios reconocidos en la Constitución, en particular la igualdad en la
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diversidad y la no discriminación, y priorizar su acción hacia aquellos grupos que requieran de
consideraciones especiales por la persistencia de desigualdades, exclusión, discriminación o violencia,
o en virtud de su condición eraria, de salud o de discapacidad;

Que, el artículo 389 de la Constitución de la República del Ecuador establece que el Estado protegerá
a las personas, las colectividades y la naturaleza frente a los efectos negativos de los desastres de
origen natural o antrópico mediante la prevención ante el riesgo, la mitigación de desastres, la
recuperación y mejoramiento de las condiciones sociales, económicas y ambientales, con el objetivo
de minimizar la condición de vulnerabilidad;

Que, el Código de la Niñez y Adolescencia, entre otros aspectos, determina:

“Art. 1. Finalidad. - Este Código dispone sobre la protección integral que el Estado, la sociedad y la
familia deben garantizar a todos los niños, niñas y adolescentes que viven en el Ecuador, con el fin de
lograr su desarrollo integral y el disfrute pleno de sus derechos, en un marco de libertad, dignidad y
equidad. Para este efecto, regula el goce y ejercicio de los derechos, deberes y responsabilidades de
los niños, niñas y adolescentes y los medios para hacerlos efectivos, garantizarlos y protegerlos,
conforme al principio del interés superior de la niñez y adolescencia y a la doctrina de protección
integral”.

“Art. 10.- Deber del Estado frente a la familia. - El Estado tiene el deber prioritario de definir y
ejecutar políticas, planes y programas que apoyen a la familia para cumplir con las
responsabilidades especificadas en el artículo anterior”.

“Art. 11.- El interés superior del niño. - El interés superior del niño es un principio que está
orientado a satisfacer el ejercicio efectivo del conjunto de los derechos de los niños, niñas y
adolescentes; e impone a todas las autoridades administrativas y judiciales y a las instituciones
públicas y privadas, el deber de ajustar sus decisiones y acciones para su cumplimiento. Para
apreciar el interés superior se considerará la necesidad de mantener un justo equilibrio entre los
derechos y deberes de niños, niñas y adolescentes, en la forma que mejor convenga a la realización
de sus derechos y garantías. Este principio prevalece sobre el principio de diversidad étnica y
cultural. El interés superior del niño es un principio de interpretación de la presente Ley. Nadie podrá
invocarlo contra norma expresa y sin escuchar previamente la opinión del niño, niña o adolescente
involucrado, que esté en condiciones de expresarla”.

“Art. 12.- Prioridad absoluta. - En la formulación y ejecución de las políticas públicas y en la
provisión de recursos, debe asignarse prioridad absoluta a la niñez y adolescencia, a las que se
asegurará, además, el acceso preferente a los servicios públicos y a cualquier clase de atención que
requieran. Se dará prioridad especial a la atención de niños y niñas menores de seis años. En caso de
conflicto, los derechos de los niños, niñas y adolescentes prevalecen sobre los derechos de los demás”.

“Art. 193.- Políticas de Protección integral. - Las políticas de protección integral son el conjunto de
directrices de carácter público; dictadas por los organismos competentes, cuyas acciones conducen a
asegurar la protección integral de los derechos y garantías de la niñez y adolescencia. El Sistema
Nacional Descentralizado de Protección Integral de la Niñez y Adolescencia contempla cinco tipos de
políticas de protección integral, a saber: 1. Las políticas sociales básicas y fundamentales, que se
refieren a las condiciones y los servicios universales a que tienen derecho todos los niños, niñas y
adolescentes, de manera equitativa y sin excepción, como la protección a la familia, la educación; la
salud, la nutrición, la vivienda, el empleo de los progenitores y la seguridad social, entre otras; 2. Las
políticas de atención emergente, que aluden a servicios destinados a la niñez y adolescencia en
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situación de pobreza extrema, crisis económico - social severa o afectada por desastres naturales o
conflictos armados (…)”;

Que, el artículo 1 de la Ley del Sistema Nacional de Registro de Datos Públicos, establece:
“Finalidad y Objeto.- La presente ley crea y regula el sistema de registro de datos públicos y su
acceso, en entidades públicas o privadas que administren dichas bases o registros.- El objeto de la ley
es: garantizar la seguridad jurídica, organizar, regular, sistematizar e interconectar la información,
así como: la eficacia y eficiencia de su manejo, su publicidad, transparencia, acceso e
implementación de nuevas tecnologías”;

Que, el artículo 2 de la mencionada Ley, prescribe: “La presente Ley rige para las instituciones del
sector público y privado que actualmente o en el futuro administren bases o registros de datos
públicos, sobre las personas naturales o jurídicas, ¡sus bienes o patrimonio y para las usuarias o
usuarios de los registros públicos” ;

Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 580, de 23 de agosto de 2007, publicado en el Registro Oficial
No. 158, de 29 de agosto de 2007, se cambió la razón social del Ministerio de Bienestar Social, por el
de Ministerio de Inclusión Económica y Social con las funciones, atribuciones, competencias y
responsabilidades que le correspondían al Ministerio de Bienestar Social;

Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 712, de 01 de abril de 2019, reformado con Decreto Ejecutivo
Nro. 228, de 20 de octubre de 2021, se creó la “Unidad del Registro Social, como un organismo de
derecho público, adscrito a la Presidencia de la República con personalidad jurídica propia, dotado
de autonomía administrativa, operativa y financiera, con sede en la ciudad de Quito, con facultades
de coordinación, gestión, seguimiento y evaluación. Será la entidad encargada de la administración y
el mantenimiento de los sistemas que permitan la gestión del Registro Social. Así como; de la
administración, el mantenimiento, la actualización e intercambio de la información de la base de
datos del Registro Social. Las instituciones de la administración pública central, institucional y
dependiente de la Función Ejecutiva, entregarán los registros administrativos relativos a la identidad,
tributarios, de seguridad social, socioeconómicos, entre otros, que la Unidad del Registro Social
solicite. Esto con el objetivo de mantener actualizada la base del Registro Social y generar insumos
para la aplicación de políticas y programas de protección social y subsidios estatales”;

Que, el artículo 1 del Decreto Ejecutivo No. 712 y su reforma, antes citado, señala: "Establézcase el
Registro Social como el conjunto de instrumentos, metodologías, normas y procesos que permiten: 1.-
Consolidar y actualizar la base de datos que comprende la información social, económica y
demográfica individualizada a nivel de hogares, núcleos familiares o personas, a fin de garantizar la
base del Registro Social; 2. Determinar el índice de registro social para estimar los nieves de
bienestar de los hogares, núcleos familiares o personas, como insumo para la formulación y
evaluación de políticas públicas, programas de protección social y subsidios estatales; 3.- Contribuir
con la focalización y priorización de servicios, programas sociales y subsidios estatales que
comprende la integralidad de la atención a través del Registro Interconectado de Programas Sociales
(RIPS) y los demás sistemas de información que defina la Unidad de Registro Social; y, 4.- Apoyar
con la focalización y priorización en el monitoreo de servicios, programas sociales y subsidios
estatales";

Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 804, de 20 de junio de 2019, publicado en el Registro Oficial
Suplemento 529 de 12 de julio de 2019, y sus reformas, se estableció el programa de transferencias
monetarias del Sistema de Protección Social Integral que opera a través de los siguientes componentes:
Bono de Desarrollo Humano, Bono de Desarrollo Humano con Componente Variable, Pensión Mis
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Mejores Años, Pensión para Adultos Mayores, Bono Joaquín Gallegos Lara, Pensión Toda Una Vida,
Pensión para Personas con Discapacidad y Cobertura de Contingencias;

Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 1211, de 15 de diciembre del 2020, se aprobó la
implementación de la “Estrategia Nacional Ecuador Crece Sin Desnutrición”, cuyo objetivo es
prevenir la desnutrición crónica infantil y reducir su prevalencia en niños y niñas menores de 24 meses
de edad, conforme los objetivos planteados en la agenda 2030, a través de la implementación del
denominado “Paquete Priorizado”; en cuyo artículo 2, se establece, entre otros aspectos, lo siguiente:

“2. Adicionalmente, forman parte del “Paquete Priorizado” las prestaciones detalladas a
continuación, por lo que corresponde a las instituciones, lo siguiente: (…) 2. El ente rector de
Inclusión Económica y Social en coordinación con el ente rector de Salud, garantizarán que se
implemente de manera integral la presente estrategia en todos los servicios que ofrece a la población
objetivo: Adicionalmente, conforme la normativa del ente rector en Salud, brindará sesiones de
educación familiar prenatal y neonatal que contemple, entre otros, lavado de manos, higiene
alimentaria, lactancia materna y consumo de agua segura; verificando que la población de los
servicios Creciendo con Nuestros Hijos y Centros de Desarrollo Infantil sea beneficiaria de las
sesiones antes mencionadas. Para lo cual, el ente rector en Salud deberá capacitar al personal a
cargo de esta actividad, con el fin de garantizar que los mensajes e información transmitidos incidan
en el cambio de conductas entre las familias con niños en riesgo de padecer desnutrición crónica
infantil. La población beneficiaria de los citados servicios podrá acceder a transferencias monetarias
no contributivas, siempre y cuando cumplan con los requisitos establecidos para el efecto. Con ese
propósito, la Unidad del Registro Social, en el marco de sus atribuciones coordinará el levantamiento
de información necesaria…”;

Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 92, de 07 de julio de 2021, se creó la Secretaría Técnica
Ecuador Crece sin Desnutrición Infantil como una entidad de derecho público adscrita a la Presidencia
de la República, encargada de liderar y acompañar las políticas de prevención y reducción de la
desnutrición crónica Infantil a nivel nacional;

Que, mediante Resolución Normativa Nro. CIRS-RN-001-2022, de 23 de febrero de 2022, se aprobó
la “Norma Técnica para la aplicación e implementación del modelo de actualización permanente de la
base de datos e información del Registro Social”, la cual, entre otros aspectos, señala lo siguiente:

“DISPOSICIÓN GENERAL TERCERA. - Los registros de los núcleos familiares en condición de
pobreza, pobreza extrema o vulnerabilidad de la base de datos del Registro Social 2014 con métrica
2018 de sectores que no fueron priorizados en el operativo de actualización del Registro Social 2018,
y no han sido actualizados hasta presente fecha, serán tratados conforme lo dispone la presente
Norma Técnica.”

“DISPOSICIÓN DEROGATORIA. - Deróguese la Resolución Nro. CIRS-002-2020 del 06 de abril de
2020 y toda norma de igual o menor jerarquía que se oponga o contradiga la presente norma
Técnica”;

Que, el Plan Nacional de Desarrollo Creación de Oportunidades 2021 – 2025, en el Eje Social,
Objetivo 5: “Proteger a las familias, garantizar sus derechos y servicios, erradicar la pobreza y
promover la inclusión social”, en su política 5.1 “Promover el ejercicio de derechos y la erradicación
de la pobreza con énfasis en las personas y grupos de atención prioritaria”, en su lineamiento
territorial C3: Promover programas de protección social no contributiva en las provincia con mayor
incidencia de pobreza y desnutrición, en su meta 5.1.1: “Reducir la tasa de pobreza extrema por
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ingresos de 15,44% al 10,76%”.

Que, el Plan Nacional de Desarrollo Creación de Oportunidades 2021 – 2025, en el Eje Social,
Objetivo 6: Garantizar el Derecho a la Salud Integral Gratuita y de Calidad; Política 6.4: Combatir
toda forma de malnutrición con énfasis en la Desnutrición Crónica Infantil; lineamiento territoriales,
señala: “C2) Crear programas que promuevan el desarrollo infantil integral para el ejercicio pleno
de derechos; C5) Generar intervenciones hacia la primera infancia como primer eslabón en la
consecución de mejores oportunidades de progreso de la población”.

Que, el Plan Estratégico Intersectorial para la Prevención y Reducción de la Desnutrición Crónica
Infantil (DCI), plantea la ruta a seguir entre el año 2021 y 2025, y establece las prioridades del Estado
y la voluntad del gobierno en el diseño de una política social sostenida, para que todas las niñas y
niños tengan la oportunidad desde la gestación de gozar de un buen comienzo en la vida, libres de
desnutrición crónica;

Que, mediante circular Nro. URS-DEJ-2021-0009-C, de 05 de noviembre de 2021, la Directora
Ejecutiva de la Unidad del Registro Social comunicó que: “la información de la base de datos del
Registro Social con el ajuste metodológico del recálculo del Índice del RS2018, se efectuó el 01 de
noviembre de 2021 información que se encuentra cargada en los sistemas de información de la
Unidad del Registro Social; la primera entrega de la base con el ajuste al cálculo del índice se
realizará a partir del 10 de noviembre de 2021. Cabe indicar, que la información de la base de datos
del Registro Social con corte a octubre 2021 sin el ajuste al Índice del RS2018 estará vigente hasta la
entrega de la nueva base”;

Que, mediante memorando Nro. URS-CGT-2021-1153-M, de 05 de noviembre de 2021, la
Coordinación General Técnica de la Unidad del Registro Social, aprobó el Informe Técnico URS-
GIAI-01-IF-174 versión 1.1 que contiene los aspectos técnicos del recálculo del Índice del Registro
Social 2018 y dispone que se coordinen las acciones necesarias entre las Direcciones de la
Coordinación General Técnica, para que se ejecute la implementación del dicho recálculo, previo a la
entrega de la base de datos del Registro Social a las instituciones usuarias;

Que, a partir del 21 de diciembre de 2021, entró en vigencia el “Convenio Específico de Cooperación
Interinstitucional entre la Unidad del Registro Social - URS y el Ministerio de Inclusión Económica y
Social - MIES”, cuyo objetivo es actualizar los datos de los usuarios de transferencias monetarias que
constan en la base del Registro Social 2014, que actualmente se encuentran habilitadas por el
Ministerio de Inclusión Económica y Social; y, que no cuentan con el Registro Social 2018, con el fin
de evaluar la pertinencia de otorgar beneficios sociales;

Que, el “Convenio Específico de Cooperación Interinstitucional entre la Unidad del Registro Social -
URS y el Ministerio de Inclusión Económica y Social - MIES”, tendrá un plazo de duración de 8
meses contados a partir de su suscripción, el mismo que podrá ser renovado una vez que el
administrador del convenio de cualquiera de las partes, previa autorización de las autoridades
suscriptoras o quienes hagan sus veces, solicite a la contraparte por escrito su voluntad de renovar el
instrumento, con mínimo treinta 30 días de anticipación a su vencimiento;

Que, mediante Oficio No. URS-DEJ-2022-0066-O de 19 de abril de 2022, la Unidad del Registro
Social, respecto a la base del Registro Social 2014 métrica 2014, indica que: “La vigencia respecto a
dicha base y métrica se refiere a que las entidades rectoras prestadoras de servicios y usuarias de la
base de datos pueden mantenerla en sus archivos sin modificarla ni actualizarla, pues dentro de las
ellas existirían posibles beneficiarios de programas o subsidios estatales, con el fin de que de acuerdo
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con sus competencias y normativa regulen la elegibilidad o no de los mismos.

(…) Como usted lo expresa, la Cartera de Estado a su cargo brinda cobertura a varias personas con
dicha base, y su permanencia se establece bajo los criterios de protección que de acuerdo con sus
competencias le otorgan el ordenamiento legal vigente, incluso me permito recordar, que sobre
dichos beneficiaros, se solicitó y se suscribió un Convenio Específico con la Unidad del Registro
Social de fecha 21 de diciembre 2021 el cual está vigente (…)”.

Que, mediante Oficio No. URS-CGT-2022-0931-O de 12 de mayo de 2022, la Unidad de Registro
Social confirma el depósito de la base del Registro Social RS 2018 con métrica 2018, con fecha de
corte 9 de mayo de 2022, en el sitio compartido de Alfresco (establecido para el intercambio de
información);

Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 435 del 01 de junio de 2022, se crea el “Bono 1000 días”, como
una transferencia monetaria condicionada de sesenta dólares de los Estados Unidos de América (USD
60,00), sujetos al cumplimiento de condicionalidades de corresponsabilidad; y, se indica que, la
entrega del Bono se realizará de la siguiente manera:

a) US
D 50,00 será entregado de manera mensual como componente incondicional; y,

b) US
D 10,00 será entregado de manera acumulada una vez verificado el cumplimiento de las
condiciones en cada hito descrito en el presente Decreto Ejecutivo.

Que, el artículo 5 del Decreto Ejecutivo No. 435, establece que, la identificación, elaboración de la
base de datos de posibles beneficiarios del “Bono 1000 Días”; así como la verificación del
cumplimiento de condicionalidades de los beneficiarios, estará a cargo de la Secretaría Técnica
Ecuador Crece Sin Desnutrición Infantil;

Que, el artículo 7 del Decreto Ejecutivo No. 435, autoriza al Ministerio de Inclusión Económica y
Social a “realizar la depuración permanente de la base de datos de posibles beneficiarios del “Bono
1000 Días” remitida por la Secretaría Técnica Ecuador Crece Sin Desnutrición Infantil y los cruces
de información adicionales que considere necesarios, para lo cual se promulgará el acuerdo
ministerial que considere pertinente”;

Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 456 de 18 de junio de 2022 se establecen los lineamientos para
la adopción de políticas públicas compensatorias ante el incremento del costo de vida tras la
pandemia de COVID-19 y la crisis logística internacional, dentro de los cuales, como medida de
compensación e incentivo, dispone al Señor Ministro de Inclusión Económica y Social que, “en el
ejercicio de sus competencias y mediante el instrumento jurídico pertinente implemente un
incremento el Bono de Desarrollo Humano a USD 55”;

Que, la reforma integral al Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos del MIES, en
su artículo 1, establece como misión del Viceministerio de Inclusión Económica, dirigir y proponer
las políticas públicas direccionadas al aseguramiento no contributivo, emprendimiento y gestión de
conocimiento, mediante la implementación de políticas públicas, a fin de contribuir a la reducción de
la brecha en el ejercicio de la ciudadanía de las personas en mayor estado de vulnerabilidad; teniendo
como una de sus atribuciones y responsabilidades, asesorar y proponer al/la Ministro/a políticas,
normas, lineamientos, directrices e instrumentos técnicos en su ámbito de gestión, en coordinación
con las distintas unidades administrativas de su dependencia;
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Que, la reforma integral al Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos del MIES,
establece como misión de la Subsecretaría de Aseguramiento No Contributivo y Operaciones,
planificar, articular y evaluar políticas, planes, programas, estrategias, proyectos a través de los
servicios para el aseguramiento no contributivo y operaciones de transferencias monetarias y servicios
complementarios relacionados, para los grupos de atención prioritaria en situación de pobreza,
extrema pobreza y vulnerabilidad; y tiene como una de sus atribuciones y responsabilidades, planificar,
articular y evaluar la implementación de políticas públicas, a través de planes, programas, proyectos,
estrategias y servicios de Inclusión aseguramiento no contributivo, contingencias y operaciones;

Que, mediante memorando Nro. MIES-VIE-2022-0295-A, de 17 de junio de 2022, el Viceministro de
Inclusión Económica, remitió el Informe Técnico de Viabilidad para regular el pago de las
transferencias monetarias no contributivas, y recomienda la emisión del correspondiente acuerdo
ministerial, con el objeto de establecer el procedimiento y requisitos de habilitación al pago de las
transferencias monetarias; y,

En ejercicio de sus facultades constitucionales, legales y reglamentarias,

ACUERDA:

REGULAR EL PAGO DE TRANSFERENCIAS MONETARIAS DEL SISTEMA DE
PROTECCIÓN SOCIAL INTEGRAL EN LO RELACIONADO A: BONO DE DESARROLLO

HUMANO EN SUS DOS SUB CATEGORÍAS (BONO DE DESARROLLO HUMANO Y
BONO DE DESARROLLO HUMANO CON COMPONENTE VARIABLE), BONO 1000 DÍAS,

PENSIÓN MIS MEJORES AÑOS, PENSIÓN PARA ADULTOS MAYORES, PENSIÓN
TODA UNA VIDA Y PENSIÓN PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD

Artículo 1.- La Subsecretaría de Aseguramiento no Contributivo, Contingencias y Operaciones, a
través de la Dirección de Administración de Datos es la encargada de la administración de las bases de
datos y autorización de gasto de las siguientes transferencias monetarias del sistema de protección
social:

a) Bono de Desarrollo Humano
b) Bono de Desarrollo Humano con Componente Variable
c) Bono 1000 días
d) Pensión Mis Mejores Años
e) Pensión para Adultos Mayores
f) Pensión Toda Una Vida
g) Pensión para Personas con Discapacidad

LINEAMIENTOS GENERALES

Artículo 2.- La habilitación al pago de las transferencias del artículo 1 responde a un proceso de cruce
de bases de datos institucionales y externas, de conformidad a lo que establece el presente acuerdo.
Por tanto, no se requiere ni se consideran mecanismos de solicitudes de carácter personal o
institucional.
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Artículo 3.- La selección de los titulares de derecho de las transferencias del artículo 1, a excepción
del literal c, se realizará sobre los registros válidos que consten en el Registro Social vigente que
entregue mensualmente la Unidad Rectora del mismo al MIES, así como la base de datos del Registro
Social 2014 con métrica 2014 remitida por la Unidad del Registro Social en abril 2020.

Artículo 4.- La selección de los titulares de derecho del Bono 1000 días se realizará sobre la base de
posibles beneficiarios que remita mensualmente la Secretaría Técnica Ecuador Crece Sin Desnutrición
Infantil al MIES.

Artículo 5.- La titularidad de derecho de las transferencias referidas en el artículo 1 es excluyente
entre sí a nivel de número de cédula, a fin de evitar duplicidad en el pago.

Artículo 6.- Para la selección de titulares de derecho que cumplen condiciones para acceder a las
transferencias monetarias del artículo 1 a excepción del Bono 1000 días, se considerará el siguiente
orden de prelación:

Pensión Mis Mejores Años
Pensión Toda Una Vida
Bono de Desarrollo Humano con Componente Variable
Bono de Desarrollo Humano

Artículo 7.- Las inclusiones de nuevos usuarios a la base de habilitados al pago de transferencias
monetarias -a excepción del Bono 1000 días- se realizarán en base a lo establecido en el artículo
precedente, y sobre los registros que consten en el Registro Social vigente que entregue mensualmente
la Unidad Rectora del mismo al MIES, que cumplan el puntaje establecido para cada transferencia y
demás condiciones establecidas en el presente acuerdo, de manera progresiva, según las siguientes
consideraciones:

a) Considerando el orden de prelación establecido en el Artículo 6 del presente Acuerdo
b) Considerando de forma ascendente el puntaje del índice del Registro Social
c) En función de la disponibilidad presupuestaria establecida por el Ministerio de Economía y

Finanzas.

En caso de existir personas con discapacidad con el mismo puntaje se considerará el porcentaje de
discapacidad de forma descendente para el orden de prelación de la Pensión Toda Una Vida.

En caso de existir personas adultas mayores con el mismo puntaje se considerará la edad de forma
descendente para el orden de prelación en la Pensión Mis Mejores Años.

En caso de existir núcleos familiares con el mismo puntaje se considerará de forma descendente el
número de hijos/as menores de 18 años en el núcleo, y en caso de no tener hijos, se considerará de
forma descendente la edad del representante, ambos criterios para el orden de prelación del Bono de
Desarrollo Humano en sus dos sub categorías (Bono de Desarrollo Humano y Bono de Desarrollo
Humano con Componente Variable).

Artículo 8.- Las inclusiones y exclusiones a la base de habilitados al pago del Bono 1000 días se
realizarán de acuerdo a la información que conste en la base de posibles beneficiarios remitida
mensualmente por la Secretaría Técnica Ecuador Crece sin Desnutrición Infantil; que cumplan con las
condiciones establecidas en el presente acuerdo; y, en función de la disponibilidad presupuestaria
establecida por el Ministerio de Economía y Finanzas.
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Artículo 9.- El documento habilitante para el pago de las transferencias monetarias del artículo 1 es la
cédula de identidad o ciudadanía según corresponda, motivo por el cual, con la información del
Registro Civil a una fecha de corte, se verificará de manera mensual:

a) nacionalidad ecuatoriana o doble nacionalidad
b) que la cédula tenga al menos una de las siguientes condiciones:
i. Ciudadano
ii. Menor de edad
iii. Analfabeto
iv. Doble nacionalidad
v. Discapacidad
vi. Discapacidad doble ciudadanía
vii. Discapacidad mental, discapacidad mental mayor de edad o discapacidad mental menor de

edad
viii. Discapacidad física, discapacidad física mayor de edad o discapacidad física menor de edad
ix. Discapacidad militar servicio activo
x. Discapacidad policía servicio activo
xi. Militar servicio activo

Número de cédula asignado excepto a
xii. Inscripción AS400 excepto adulto
xiii. Inscripción en la Corporación
xiv. Inscripción no cedulados modernización
Las condiciones de los literales xii, xiii y xiv son aplicables únicamente para aquellos titulares de
derecho menores de edad.

Para los casos que no estén identificados con precisión en los literales del presente artículo, se
considerarán los más similares o aproximados a las descripciones de la información proporcionada por
el Registro Civil de manera mensual a través de la DINARP.

c) el no fallecimiento del usuario

En caso de presentar inconsistencias en el documento, se procederá a la suspensión temporal de la
transferencia correspondiente al mes de cruce, hasta la rectificación en la información proporcionada
por el Registro Civil.

En caso de fallecimiento del usuario, se procederá a la exclusión definitiva de la transferencia.

Artículo 10.- No podrán ser titulares de derecho de las transferencias monetarias del artículo 1
aquellas cédulas que consten:

a) Como titular de derecho del Bono Joaquín Gallegos Lara en las bases de datos proporcionadas
por la Subsecretaría de Discapacidades del MIES.

b) Como titular de derecho del Bono para Niños, Niñas y Adolescentes en Situación de Orfandad
por Muerte Violenta de su Madre o Progenitora, en las bases de datos proporcionadas por la
Subsecretaría de Protección Especial del MIES.

c) Como usuarios en los Centros Gerontológicos Residenciales y Centros de Referencia y
Acogimiento Inclusivo para Personas con Discapacidad, de administración directa o por
convenio por parte del MIES, en las bases de datos proporcionadas por el Viceministerio de
Inclusión Social.
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d) Como servidores públicos en las bases de datos proporcionadas por el Ministerio de Economía
y Finanzas y el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social.

e) En las bases de datos proporcionadas por la Dirección Nacional de Delitos Contra la Vida,
Muertes Violentas, Desapariciones, Extorsión y Secuestros.

f) Como ex combatientes reconocidos como héroes y heroínas nacionales de conformidad a la
Ley No. 0, publicada en el Registro Oficial Suplemento No. 804 y se encuentren en las bases
de datos proporcionadas por el Ministerio de Defensa Nacional.

g) En las bases del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, a excepción de aquellos afiliados al
Seguro Social Campesino o afiliados al Trabajo No Remunerado en el Hogar.

h) En las bases del Instituto de Seguridad Social de las Fuerzas Armadas.
i) En las bases del Instituto de Seguridad Social de la Policía Nacional.

En caso de que los titulares de derecho habilitados al pago, en el proceso de inclusiones y exclusiones
que se realiza de forma mensual, cuenten con una de las condiciones descritas en los literales del
presente artículo se procederá a la exclusión de la transferencia correspondiente.

Artículo 11.- No podrán ser titulares de derecho de las transferencias monetarias establecidas en el
artículo 1, literales a), b), d), e), f) y g), aquellas cédulas que previamente se encuentren habilitadas al
pago del Bono 1000 días.

Artículo 12.- No podrán ser excluidos de las transferencias monetarias del artículo 1, los titulares de
derecho que cuenten con un mecanismo de Crédito de Desarrollo Humano o de Promoción del Trabajo
y Empleabilidad vigente, en las bases de la Subsecretaría de Emprendimientos y Gestión del
Conocimiento, a la fecha del proceso de inclusiones y exclusiones, hasta la liquidación de los mismos;
luego de lo cual, se evaluarán las condiciones de permanencia en el programa de conformidad a lo
establecido en el presente acuerdo.

Artículo 13.- La Dirección de Administración de Datos realizará la depuración de la base de datos de
los usuarios habilitados al pago de las transferencias monetarias del artículo 1, de forma mensual,
conforme los criterios establecidos en el presente acuerdo.

Artículo 14.- Para realizar la depuración de la base de datos, el Ministerio de Inclusión Económica y
Social solicitará a las entidades del sector público la información en los mecanismos acordados para el
efecto con cada entidad.

Artículo 15.- El MIES suspenderá la transferencia monetaria con el código de “información no
verificable” en aquellos casos que existan variaciones en las condiciones que permitieron a los
usuarios acceder a las transferencias, tales como: fallecimientos no inscritos, presunción de
suplantación de identidad, uso de documento falso, entre otros, que serán comunicados a la Dirección
de Administración de Datos a través de oficios o memorandos con sus respectivos informes para
proceder a dicha suspensión.

Artículo 16.- Las transferencias monetarias del artículo 1, tienen dos mecanismos de pago, el primero
a través de ventanilla y el segundo mediante pago en cuenta, conforme los manuales vigentes para
cada proceso y, de acuerdo a las siguientes consideraciones:

a) Para los usuarios nuevos del Bono de Desarrollo Humano en sus dos sub categorías (Bono de
Desarrollo Humano (BDH) y Bono de Desarrollo Humano con Componente Variable
(BDHV)) y Bono 1000 Días que se incorporen a partir de la expedición del presente Acuerdo
Ministerial será obligatorio el mecanismo de pago en cuenta; de manera que, dispondrán de un
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periodo de hasta 4 meses contados a partir del mes que han sido habilitados al pago, para que
sean contactados y registren su cuenta en el sistema del MIES. Caso contrario, se procederá al
bloqueo temporal de la transferencia monetaria hasta que el usuario registre su cuenta, periodo
durante el cual no acumulará valores para el pago, perdiendo su beneficio durante el tiempo de
bloqueo.
Las cuentas podrán ser registradas por los usuarios, operadores de Balcones de Servicios a
nivel nacional del MIES o Instituciones Financieras, a través del aplicativo web
pagoseguro.inclusion.gob.ec u otro mecanismo de registro que establezca el MIES.

b) Para todos los usuarios de las demás transferencias monetarias estipuladas en el artículo 1 y
que serán considerados para la obligatoriedad del pago en cuenta en la segunda fase del
“Proyecto Pago Seguro”, se continuará con los dos mecanismos de pago, hasta la
implementación de esta segunda fase.

Artículo 17.- Los pagos que se realizan a través de la modalidad ventanilla podrán acumularse hasta
por cuatro meses siempre que estén comprendidos dentro del mismo año fiscal.

Los valores acumulados y no cobrados hasta el cierre del ejercicio fiscal, no pasarán a constituir
obligaciones pendientes de pago en el siguiente ejercicio fiscal.

BONO DE DESARROLLO HUMANO EN SUS DOS SUB CATEGORÍAS (BONO DE
DESARROLLO HUMANOY BONO DE DESARROLLO HUMANO CON COMPONENTE

VARIABLE)

Artículo 18.- El Bono de Desarrollo Humano es una transferencia mensual de USD 55,00
conceptualizada para cubrir vulnerabilidades relacionadas a la situación económica de los núcleos
familiares en situación de pobreza o extrema pobreza conforme Registro Social vigente,
particularmente:
55

a) Núcleos familiares previamente habilitados con información de Registro Social 2014 con
métrica 2014 en situación de extrema pobreza o pobreza con un puntaje menor o igual a
28.20351 hasta actualización de su información, o hasta máximo 3 meses posteriores a la
finalización de la vigencia del Convenio Específico de Cooperación Interinstitucional entre la
Unidad del Registro Social - URS y el Ministerio de Inclusión Económica y Social - MIES.

b) Núcleos familiares en situación de extrema pobreza o pobreza según información del Registro
Social vigente remitido mensualmente por la Unidad Rectora del mismo, de acuerdo a las
líneas de corte establecidas en la metodología definida por dicha entidad.

Artículo 19.- El Bono de Desarrollo Humano con Componente Variable es una transferencia mensual
condicionada que tiene por objeto mejorar los niveles de vida de los núcleos familiares en situación de
extrema pobreza conforme el índice de Registro Social vigente y con hijos ecuatorianos menores de 18
años en el núcleo familiar, particularmente:

a) Núcleos familiares previamente habilitados con información de Registro Social 2014 con
métrica 2014 en situación de extrema pobreza con un puntaje menor o igual a 18.00000 hasta
actualización de su información, o hasta máximo 3 meses posteriores a la finalización de la
vigencia del Convenio Específico de Cooperación Interinstitucional entre la Unidad del
Registro Social - URS y el Ministerio de Inclusión Económica y Social - MIES.
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b) Núcleos familiares en situación de extrema pobreza según información del Registro Social
vigente remitido mensualmente por la Unidad Rectora del mismo, de acuerdo a las líneas de
corte establecidas en la metodología definida por dicha entidad.

Este bono mantiene como componente fijo la transferencia de USD 55,00 mensuales, e implementa un
componente variable, de USD 30,00 dólares adicionales por cada hijo/a menor de 5 años, con un
máximo de 3 hijos/as; y, de USD 10,00 dólares adicionales por cada hijo/a, que sea igual o mayor a 5
años y menor a 18 años, con un máximo de 3 hijos/as.

El valor del componente variable se reduce en un 10% por cada hijo/a. Así por el primer hijo/a menor
a 5 años se recibe USD 30,00, por el segundo USD 27,00, y por el tercero USD 24,30. En el caso de
hijos/as cuya edad sea mayor o igual a 5 años y menores de 18 años, los valores son de USD 10,00,
USD 9,00 y USD 8,10.

Para asignar el valor correspondiente a cada hijo/a menor de 18 años en el núcleo familiar, titular de
derecho del Bono de Desarrollo Humano con Componente Variable, se considera la fecha de
nacimiento en orden ascendente sin considerar a aquellos fallecidos.

El valor de la transferencia mensual entre los componentes fijo y variable, será de máximo USD
150,00.

Artículo 20.- La titularidad de derecho del Bono de Desarrollo Humano en sus dos sub categorías
(Bono de Desarrollo Humano y del Bono de Desarrollo Humano con Componente Variable),
corresponde al núcleo familiar, cuyo representante de cobro debe cumplir lo siguiente:

a) Tener nacionalidad ecuatoriana.
b) Tener una edad igual o mayor a los 18 años y menor a 65 años.
c) Ser parte del núcleo con Registro Social vigente que cumple el puntaje determinado para cada

transferencia.
d) Cumplir con las condiciones establecidas en los artículos 9,10 y11 del presente acuerdo.

La asignación de representante de cobro de los núcleos familiares se realiza de preferencia a la mujer
jefa de hogar, mujer cónyuge, seguido de jefes de hogar o cónyuges hombres y de manera posterior
miembros del núcleo mayores de edad con preferencia en mujeres.

Para el caso en el que el representante de cobro del Bono de Desarrollo Humano o del Bono de
Desarrollo Humano con Componente Variable fallezca, se buscará la asignación de un nuevo
representante para el cobro del núcleo familiar que cumpla las condiciones establecidas en el presente
artículo.

Artículo 21.- Para el pago del componente variable del Bono de Desarrollo Humano se revisará por
cada hijo/hija del núcleo familiar lo siguiente:

a) Condición de parentesco en el Registro Social vigente de “hijo(a)”.
b) Tener nacionalidad ecuatoriana.
c) Tener una edad menor a 18 años.
d) Contar con número de cédula de identidad y, no constar como:
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i. Titulares de derecho de la Pensión Toda una Vida o de la Pensión para Personas con
Discapacidad en las bases de datos de la Subsecretaría de Aseguramiento no Contributivo,
Contingencias y Operaciones.

ii. Titulares de derecho del Bono Joaquín Gallegos Lara en las bases de datos proporcionadas por
la Subsecretaría de Discapacidades.

iii. Titulares de derecho del Bono para Niños, Niñas y Adolescentes en Situación de Orfandad por
Muerte Violenta de su Madre o Progenitora, en las bases de datos proporcionadas por la
Subsecretaría de Protección Especial.

iv. Titulares de derecho que se encuentren previamente habilitados al Bono 1000 días
v. Usuarios de Unidades de Atención de Acogimiento Institucional, de administración directa o

por convenio por parte del MIES, en las bases de datos proporcionadas por el Viceministerio
de Inclusión Social.

vi. Menores con medida de protección de acogimiento familiar o custodia familiar, en las bases
de datos proporcionadas por el Viceministerio de Inclusión Social.

Artículo 22.- Los núcleos familiares que tengan hijos/as menores de 18 años que presenten una de las
condiciones descritas en el literal d del artículo 21, no recibirán el pago del valor correspondiente al
componente variable de dichos hijos/as.

Artículo 23.- Al ser el Bono de Desarrollo Humano y el Bono de Desarrollo Humano con
Componente Variable transferencias dirigidas al núcleo familiar, en caso de existir un/una servidor/a
público/a dentro de la conformación del mismo, con una remuneración mayor a una Remuneración
Básica Unificada, se procederá a la exclusión de las transferencias al núcleo familiar.

Artículo 24.- Realizar el cambio de transferencia del Bono de Desarrollo Humano con Componente
Variable al Bono de Desarrollo Humano a los representantes de los núcleos familiares que, superen la
línea de extrema pobreza según información del Registro Social vigente remitido mensualmente por la
Unidad Rectora o, dejen de tener hijos menores de 18 años, siempre y cuando cumplan las condiciones
establecidas en el presente acuerdo; mientras que, para los núcleos familiares que se encuentren
habilitados con información de registro social 2014 con métrica 2014, únicamente se realizarán
cambios cuando dejen de tener hijos menores de 18 años, siempre y cuando cumplan las condiciones
establecidas en el presente acuerdo.

Artículo 25.- En relación a la condicionalidad del Bono de Desarrollo Humano con Componente
Variable, la Subsecretaría de Aseguramiento no Contributivo, Contingencias y Operaciones procederá
de acuerdo a los informes y bases de datos que remita la Subsecretaría de Desarrollo Infantil Integral
para el efecto, de conformidad a la normativa legal e institucional vigente.

BONO 1000 DÍAS

Artículo 26.- El Bono 1000 Días es una transferencia monetaria condicionada de USD 60,00 dirigida
a mujeres en gestación y niños y niñas hasta los dos años de vida, que pertenezcan a un núcleo
familiar en situación de pobreza y extrema pobreza; según información del Registro Social vigente.

Artículo 27.- El valor de esta transferencia monetaria será de USD 60,00 sujetos al cumplimiento de
condicionalidades de corresponsabilidad de manera que, USD 50,00 se entregarán como el
componente mensual incondicional; mientras que, los USD 10,00 restantes serán parte del
componente condicional.
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El monto correspondiente al componente condicional e incondicional que se entregue al beneficiario
será aquel que conste en la información de la base de datos remitida mensualmente por la Secretaría
Técnica Ecuador Crece Sin Desnutrición Infantil al MIES.

Artículo 28.- Serán beneficiarios del Bono 1000 Días las mujeres en estado de gestación, así como
también, las niñas y niños hasta los dos años de vida que, además de constar en la base de datos
remitida por la Secretaría Técnica Ecuador Crece Sin Desnutrición Infantil, cumplan con las
condiciones establecidas en los artículos 9 y 10 del presente acuerdo.

Artículo 29.- El representante de cobro del Bono 1000 días estará identificado en la base de datos
remitida mensualmente por la Secretaría Técnica Ecuador Crece Sin Desnutrición Infantil.

Artículo 30.- La Subsecretaría de Aseguramiento No Contributivo, Contingencias y Operaciones
remitirá la base mensual de habilitados al Bono 1000 días, a la Subsecretaría de Desarrollo Infantil
Integral para la continuidad de los procesos respectivos de vinculación a sus programas de prevención
de la desnutrición infantil.

PENSIÓN MIS MEJORES AÑOS Y PENSIÓN PARA ADULTOS MAYORES

Artículo 31.- La Pensión Mis Mejores Años es una transferencia mensual de USD 100,00, que tiene
como fin cubrir carencias económicas y gastos que demandan las vulnerabilidades que se acentúan por
la edad, que está dirigida a:

a) Adultos mayores previamente habilitados con información de Registro Social 2014 con
métrica 2014 en situación de extrema pobreza o pobreza con un puntaje menor o igual a
34.67905 hasta actualización de su información o hasta máximo 3 meses posteriores a la
finalización de la vigencia del Convenio Específico de Cooperación Interinstitucional entre la
Unidad del Registro Social - URS y el Ministerio de Inclusión Económica y Social - MIES.

b) Adultos mayores en situación de extrema pobreza o pobreza según información del Registro
Social vigente remitido mensualmente por la Unidad Rectora del mismo, de acuerdo a las
líneas de corte establecidas en la metodología definida por dicha entidad.

Artículo 32.- La titularidad de derecho de la Pensión Mis Mejores Años, corresponde al adulto mayor
que cumpla lo siguiente:

a) Tener nacionalidad ecuatoriana.
b) Tener una edad igual o mayor a los 65 años.
c) Ser parte del núcleo con Registro Social conforme lo dispuesto en el artículo 31 del presente

acuerdo
d) Cumplir con las condiciones establecidas en los artículos 9 y 10 del presente acuerdo.

En caso de que un representante de cobro del Bono de Desarrollo Humano, Bono de Desarrollo
Humano con Componente Variable o titular de derecho de la Pensión Toda una Vida cumpla 65 años
de edad pasará a ser titular de derecho de la Pensión Mis Mejores Años, bajo los criterios establecidos
para dicha transferencia.

Para el caso en el que se realice el cambio de transferencia de un representante de cobro del Bono de
Desarrollo Humano o del Bono de Desarrollo Humano con Componente Variable a la Pensión Mis
Mejores Años, se buscará la asignación de un nuevo representante para el cobro del núcleo familiar
que cumpla las condiciones establecidas en el artículo 20 del presente acuerdo.
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Artículo 33.- La Pensión para Adultos Mayores de USD 50,00 es una transferencia monetaria dirigida
a los ecuatorianos adultos mayores que actualmente se encuentran habilitados al pago con información
del Registro Social 2014 hasta la actualización de su información o hasta máximo 3 meses posteriores
a la finalización de la vigencia del Convenio Específico de Cooperación Interinstitucional entre la
Unidad del Registro Social - URS y el Ministerio de Inclusión Económica y Social - MIES.

Artículo 34.- La titularidad de derecho de la Pensión para Adultos Mayores corresponde al adulto
mayor que cumpla lo siguiente:

a) Tener nacionalidad ecuatoriana.
b) Tener una edad igual o mayor a los 65 años.
c) Ser parte de un núcleo con Registro Social 2014, hasta la actualización de su información o

hasta máximo 3 meses posteriores a la finalización de la vigencia del Convenio Específico de
Cooperación Interinstitucional entre la Unidad del Registro Social - URS y el Ministerio de
Inclusión Económica y Social - MIES.

d) Que a la fecha sean usuarios habilitados al pago de la Pensión para Adultos Mayores.
e) Cumplir con las condiciones establecidas en los artículos 9 y 10 del presente acuerdo.

PENSIÓN TODA UNA VIDA Y PENSIÓN PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD

Artículo 35.- La Pensión Toda Una Vida es una transferencia mensual de USD 100,00, que tiene
como fin cubrir carencias económicas y gastos que incurren las personas que presentan una condición
de discapacidad, particularmente:

a) Personas con discapacidad previamente habilitados con información de Registro Social 2014
con métrica 2014 en situación de extrema pobreza o pobreza con un puntaje menor o igual a
34.67905 hasta actualización de su información o hasta máximo 3 meses posteriores a la
finalización de la vigencia del Convenio Específico de Cooperación Interinstitucional entre la
Unidad del Registro Social - URS y el Ministerio de Inclusión Económica y Social - MIES.

b) Personas con discapacidad en situación de extrema pobreza o pobreza según información del
Registro Social vigente remitido mensualmente por la Unidad Rectora del mismo, de acuerdo
a las líneas de corte establecidas en la metodología definida por dicha entidad.

Artículo 36.- La titularidad de derecho de la Pensión Toda Una Vida, corresponde a la persona con
discapacidad que cumpla lo siguiente:

a) Tener nacionalidad ecuatoriana.
b) Tener una edad menor a los 65 años.
c) Ser parte del núcleo con Registro Social conforme lo dispuesto en el artículo 35 del presente

acuerdo.
d) Contar con una discapacidad igual o superior al 40% registrada en la información del

Ministerio de Salud Pública.
e) Cumplir con las condiciones establecidas en los artículos 9,10 y 11 del presente acuerdo.

En caso de que un representante de cobro del Bono de Desarrollo Humano, Bono de Desarrollo
Humano con Componente Variable registre una condición de discapacidad pasará a ser titular de
derecho de la Pensión Toda una Vida, bajo los criterios establecidos para dicha transferencia.
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Para el caso en el que se realice el cambio de transferencia de un representante de cobro del Bono de
Desarrollo Humano o del Bono de Desarrollo Humano con Componente Variable a la Pensión Toda
una Vida, se buscará la asignación de un nuevo representante para el cobro del núcleo familiar que
cumpla las condiciones establecidas en el artículo 20 del presente acuerdo.

Artículo 37.- La Pensión para Personas con Discapacidad es una transferencia mensual de USD 50,00,
que tiene como fin cubrir carencias económicas y gastos que incurren las personas que presentan una
condición de discapacidad, que actualmente se encuentran habilitados al pago con información del
Registro Social 2014 hasta la actualización de su información o hasta máximo 3 meses posteriores a la
finalización de la vigencia del Convenio Específico de Cooperación Interinstitucional entre la Unidad
del Registro Social - URS y el Ministerio de Inclusión Económica y Social - MIES.

Artículo 38.- La titularidad de derecho de la Pensión para Personas con Discapacidad corresponde a
las personas que cumplan lo siguiente:

a) Tener nacionalidad ecuatoriana.
b) Tener una edad menor a los 65 años.
c) Contar con una discapacidad igual o superior al 40% registrada en la base del Ministerio de

Salud Pública.
d) Ser parte de un núcleo con Registro Social 2014 hasta la actualización de su información o

hasta máximo 3 meses posteriores a la finalización de la vigencia del Convenio Específico de
Cooperación Interinstitucional entre la Unidad del Registro Social - URS y el Ministerio de
Inclusión Económica y Social - MIES.

e) Que a la fecha sean usuarios habilitados al pago de la Pensión para Personas con Discapacidad.
f) Cumplir con las condiciones establecidas en los artículos 9, 10 y 11 del presente acuerdo.

Artículo 39.- Para los menores de edad con discapacidad que son titulares de derecho de la Pensión
Toda Una Vida o de la Pensión para Personas con Discapacidad se debe seleccionar un representante
de cobro de la transferencia que cumpla lo siguiente:

a) Tener nacionalidad ecuatoriana.
b) Tener una edad igual o mayor a los 18 años.

La asignación de representante de cobro de menores de edad con discapacidad que son titulares de
derecho de la Pensión Toda Una Vida o de la Pensión para Personas con Discapacidad se realiza de
preferencia a un miembro del mismo núcleo, y con prioridad a titulares de derecho habilitados de otras
transferencias, sin perjuicio de los representantes de cobro que se encuentran registrados para los
usuarios habilitados a la fecha.

Para el caso en el que el representante de cobro de menores de edad con discapacidad que son titulares
de derecho de la Pensión Toda Una Vida o de la Pensión para Personas con Discapacidad fallezca, se
buscará la asignación de un nuevo representante para el cobro de la transferencia que cumpla las
condiciones establecidas en el presente artículo.

Artículo 40.- Las exclusiones por puntaje de la base de habilitados al pago de las Transferencias
Monetarias del artículo 1 a excepción del literal c, se realizarán de manera progresiva considerando de
forma descendente el puntaje del registro social; únicamente sobre los usuarios que superen el puntaje
establecido para cada una de ellas, de acuerdo a las bases del Registro Social vigente remitido
mensualmente por la Unidad Rectora del mismo, y/o cuando dejen de constar en las bases del Registro
Social.



Segundo Suplemento Nº 160 - Registro Oficial

24 

Viernes 30 de septiembre de 2022

18

Artículo 41.- Mantener habilitados al Bono de Desarrollo Humano en sus dos sub categorías (Bono
de Desarrollo Humano y Bono de Desarrollo Humano con Componente Variable), Pensión Mis
Mejores Años, Pensión para Adultos Mayores, Pensión para Personas con Discapacidad y Pensión
Toda Una Vida, a los usuarios que actualmente cuenten con información de Registro Social 2014
hasta que su información sea actualizada o hasta máximo 3 meses posteriores a la finalización de la
vigencia del Convenio Específico de Cooperación Interinstitucional entre la Unidad del Registro
Social - URS y el Ministerio de Inclusión Económica y Social - MIES; siempre y cuando cumplan con
las condiciones establecidas en el presente acuerdo.

DISPOSICIONES GENERALES

PRIMERA. - Encárguese el cumplimiento de este Acuerdo al Viceministerio de Inclusión Económica
a través de la Subsecretaría de Aseguramiento No Contributivo, Contingencias y Operaciones y sus
dependencias.

SEGUNDA. - La implementación de lo dispuesto en el presente Acuerdo Ministerial regirá a partir
del pago de las transferencias correspondientes a julio de 2022.

TERCERA. - Encárguese a la Subsecretaría de Aseguramiento No Contributivo, Contingencias y
Operaciones gestionar mensualmente la información a las entidades públicas externas para la
aplicación del presente Acuerdo Ministerial, conforme los mecanismos acordados para el efecto con
cada entidad.

CUARTA. - El Viceministerio de Inclusión Social a través de la Subsecretaría de Desarrollo Infantil
Integral, Subsecretaría de Discapacidades, Subsecretaría de Protección Especial; y, la Subsecretaría de
Emprendimientos y Gestión del Conocimiento por parte del Viceministerio de Inclusión Económica,
entregará a la Subsecretaría de Aseguramiento No Contributivo, Contingencias y Operaciones, las
bases de datos para el proceso de depuración mensual correspondiente.

QUINTA. - El proceso de inclusiones y exclusiones mensuales se realizará conforme informes
elaborados por la Dirección de Administración de Datos, aprobados por la Subsecretaría de
Aseguramiento No Contributivo, Contingencias y Operaciones y, autorizados mediante documento
oficial por el por el Viceministerio de Inclusión Económica.

SEXTA. - La Subsecretaría de Aseguramiento No Contributivo, Contingencias y Operaciones,
remitirá a las instancias correspondientes del Ministerio de Inclusión Económica y Social; y
finalmente al Ministerio de Economía y Finanzas, el informe o sus ajustes del Programa de
Transferencias Monetarias del Sistema de Protección Social, con los montos que se requieran
conforme a necesidades identificadas para cumplir con del Decreto Ejecutivo Nro. 804 del 20 de junio
de 2019, conforme a lo previsto en su artículo 19, al Decreto Ejecutivo Nro. 316 del 06 de enero de
2022 conforme al artículo 4, al Decreto Ejecutivo Nro. 435 del 01 de junio de 2022, en su artículo 8, y
al Decreto Ejecutivo No. 456 del 18 de junio de 2022 en su Disposición General Única.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

PRIMERA. - Dentro de un periodo de hasta 120 días posterior a la suscripción del presente Acuerdo
Ministerial, la Subsecretaría de Aseguramiento No Contributivo, Contingencias y Operaciones, en
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conjunto con la Coordinación General de Tecnologías de Información y Comunicación, desarrollarán
los ajustes necesarios para parametrizar el sistema de pago en cuenta, denuncias, sobrantes y demás
configuraciones pertinentes en la Plataforma del Switch Transaccional, correspondientes al pago del
Bono 1000 días.

Hasta tanto, el pago del Bono 1000 días se cargará en la Plataforma del Switch Transaccional bajo la
modalidad de un “bono emergente”, es decir que, los usuarios únicamente podrán realizar el cobro de
la transferencia, bajo la modalidad de pago en ventanilla, durante este periodo.

SEGUNDA. - Durante el periodo de transición, los beneficiarios del Bono 1000 días podrán registrar
sus cuentas, a través del aplicativo web o balcones de servicios del MIES; mismas que podrán ser
utilizadas para el cobro de la transferencia, una vez que culmine el periodo de transición.

TERCERA. - Considerando la obligatoriedad del mecanismo de pago en cuenta, los usuarios
actualmente habilitados al Bono de Desarrollo Humano (BDH) y Bono de Desarrollo Humano con
Componente Variable (BDHV), dispondrán de un periodo de hasta 6 meses, para registrar una cuenta
en el sistema del MIES, contados a partir del 01 de julio de 2022. Caso contrario, se procederá al
bloqueo temporal de la transferencia monetaria hasta que el usuario registre su cuenta, periodo durante
el cual no acumulará valores para el pago, perdiendo su beneficio durante el tiempo de bloqueo.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

PRIMERA. - Deróguese expresamente el Acuerdo Ministerial No. 042, de fecha 31 de agosto de
2020.

SEGUNDA. – Deróguese expresamente el Acuerdo Ministerial No. MIES-2022-017 de 28 de marzo
de 2022.

TERCERA. – Se derogan las disposiciones de todos los cuerpos normativos de igual o inferior
jerarquía en cuanto se opongan a este Acuerdo Ministerial.

DISPOSICIÓN FINAL

El presente Acuerdo Ministerial, entrará en vigencia a partir de la presente fecha, sin perjuicio de su
publicación en el Registro Oficial.

Dado en el Distrito Metropolitano de la ciudad de San Francisco de Quito, a los 22 días del mes de
junio del 2022.

Esteban Remigio Bernal Bernal
MINISTRO DE INCLUSIÓN ECONÓMICA Y SOCIAL

Firmado electrónicamente por:

ESTEBAN REMIGIO
BERNAL BERNAL
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Razón: Siento como tal que, Doctora Karla Verónica Narváez Muñoz, con 
cédula de ciudadanía Nro. 0301578985, en calidad de Directora de 
Gestión Documental y Atención Ciudadana, conforme se desprende de la
Acción de Personal Nro. GMTTH-1604, de fecha 15 de noviembre de
2021; de conformidad a las atribuciones y responsabilidades establecidas
en la Reforma Integral al Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por 
Procesos del Ministerio de Inclusión Económica y Social, expedido 
mediante Acuerdo Ministerial Nro. 030, el 16 de junio de 2020, publicado 
en el Registro Oficial, Edición Especial, Nro. 1099, de 30 de septiembre 
de 2020; Certifico: Que las diecinueve (19) fojas que anteceden, son Fiel 
copia del Original, mismas que reposan en la Dirección de Gestión 
Documental y Atención Ciudadana, de esta Cartera de Estado.- Lo 
certifico.- Quito a 23 de junio de 2022.

Doctora Karla Verónica Narváez Muñoz
Directora de Gestión Documental y Atención Ciudadana

MINISTERIO DE INCLUSIÓN ECONÓMICA Y SOCIAL

Elaborado por: Danilo Durán. 23-06-2022

Firmado electrónicamente por:

KARLA VERONICA
NARVAEZ MUNOZ
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Quito, D.M., 01 de septiembre de 2022

SECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS

Abg. Paola Elizabeth Flores Jaramillo 

SECRETARIA DE DERECHOS HUMANOS 

CONSIDERANDO:

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en el numeral 1 del artículo 154, faculta a las Ministras y

Ministros de Estado, ejercer la rectoría de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y

resoluciones administrativas que requieran su gestión; 

Que, el artículo 226 ibídem, dispone: “Las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las

servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán

solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de

coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos

reconocidos en la Constitución”; 

Que, el artículo 227 de la Carta Magna, señala: “La administración pública constituye un servicio a la

colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración,

descentralización, coordinación, participación, planificación, transparencia y evaluación”; 

Que, el artículo 229 ibídem establece que: “Serán servidoras o servidores públicos todas las personas que en

cualquier forma o a cualquier título trabajen, presten servicios o ejerzan un cargo, función o dignidad dentro

del sector público. (…)”;

Que, en la Constitución de la República del Ecuador previsto en el artículo 233, establece que: “Ninguna

servidora ni servidor público estará exento de responsabilidades por los actos realizados en el ejercicio de sus

funciones, o por sus omisiones, y serán responsables administrativa, civil y penalmente por el manejo y

administración de fondos, bienes o recursos públicos (…)”;

Que,   el artículo 47 del Código Orgánico Administrativo, COA, dispone: “La máxima autoridad administrativa

de la correspondiente entidad pública ejerce su representación para intervenir en todos los actos, contratos y

relaciones jurídicas sujetas a su competencia. Esta autoridad no requiere delegación o autorización alguna de

un órgano o entidad superior, salvo en los casos expresamente previstos en la ley”; 

Que,   los artículos 69 y 70 del COA, determinan la facultad de efectuar delegación de competencias, incluida la

de gestión, en otros órganos o entidades de la misma administración pública, jerárquicamente dependientes, sin

que la delegación de gestión suponga la cesión de la titularidad de la competencia; y, dispone las condiciones

del contenido de la delegación; 

Que, el numeral 9a del artículo 6 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, establece:

“Delegación. - Es la traslación de determinadas facultades y atribuciones de un órgano superior a otro

inferior, a través de la máxima autoridad, en el ejercicio de sus competencias y por un tiempo determinado. Son

delegables todas las facultades y atribuciones previstas en la Ley para la máxima autoridad de las entidades y

organismos que son parte del sistema nacional de contratación pública”; 

Que, el artículo 17 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva, señala: “Art. 17.-

De los Ministros.- Los ministros de Estado son competentes para el despacho de todos los asuntos inherentes a

sus ministerios sin necesidad de autorización alguna del Presidente de la República, salvo los casos

expresamente señalados en leyes especiales. Los Ministros de Estado, dentro de la esfera de su competencia,

podrán delegar sus atribuciones y deberes al funcionario inferior jerárquico de sus respectivos Ministerios,
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cuando se ausenten en comisión de servicios al exterior o cuando lo estimen conveniente, siempre y cuando las

delegaciones que concedan no afecten a la buena marcha del Despacho Ministerial, todo ello sin perjuicio de

las funciones, atribuciones y obligaciones que de acuerdo con las leyes y reglamentos tenga el funcionario 

delegado…”;

Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 420 de 05 de mayo de 2022, el señor Presidente Constitucional de la

República del Ecuador, designó a la abogada Paola Elizabeth Flores Jaramillo, como Secretaria de Derechos 

Humanos; 

Que, mediante Decreto Ejecutivo 550 suscrito el 30 de agosto de 2022, se reformó el Reglamento General a la

Ley Orgánica del Sistema Nacional del Contratación Pública y en su artículo 5 establece: “sustitúyase el

articulo 44 por el siguiente: 

Artículo 44.- Determinación de la necesidad.- La determinación de la necesidad incorporara un análisis de

beneficio, eficiencia o efectividad considerando la necesidad y la capacidad institucional instalada, lo cual

plasmara en el informe de necesidad de contratación, que será elaborado por la unidad requirente, previo a

iniciar un proceso de  contratación”; y, 

En uso de las facultades que me confieren el numeral 1 del artículo 154 de la Constitución de la República,  y

artículos 47 del Código Orgánico Administrativo. 

RESUELVO: 

Artículo. 1.- Derogar la Resolución Nro. SDH-SDH-2022-0025-R suscrita el 29 de agosto de 2022, mediante

el cual se Delega al Coordinador/a General Administrativo Financiero, para que suscriba los informes de

necesidad, términos de referencia y/o especificaciones técnica, para la adquisición de bienes, contratación de

 servicios, ejecución de obras incluidos los de consultoría que se realicen bajo cualquier tipo de procedimiento

contemplado en la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública y su reglamento de aplicación. 

La presente Resolución, entrará en vigencia a partir de la fecha de su suscripción, sin perjuicio de su publicación

en el Registro Oficial. 

Documento firmado electrónicamente

Abg. Paola Elizabeth Flores Jaramillo

SECRETARIA DE DERECHOS HUMANOS 

Copia: 
Señor Ingeniero

Klever Urias Moreta Quintana

Coordinador General Administrativo Financiero, Encargado

mn
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Firmado electrónicamente por:

PAOLA ELIZABETH
FLORES
JARAMILLO
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SECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS

Abg. María Augusta Noroña Cajas 

DIRECTORA DE ASESORÍA JURÍDICA 

DELEGADA DE LA SECRETARIA DE DERECHOS HUMANOS

Considerando:

Que, el número 13) del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, reconoce y

garantiza el derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en forma libre y voluntaria; 

Que, el artículo 154, numeral 1 de la Constitución del Ecuador, determina que además de las

atribuciones de las Ministras y Ministros de Estado, están las de ejercer la rectoría de las políticas

públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones administrativas que requiera su 

gestión; 

Que, el artículo 30 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana, determina que se reconocen

todas las formas de organización de la sociedad como expresión de la soberanía popular que

contribuyan a la defensa de los derechos individuales y colectivos, la gestión y resolución de

problemas y conflictos, al fomento de la solidaridad, la construcción de la democracia y la

búsqueda del buen vivir, articulándose en diferentes niveles para fortalecer el poder ciudadano y sus

formas de expresión, garantizando la democracia interna, la alternabilidad de sus dirigentes y el

respeto a los derechos establecidos en la Constitución y la Ley; 

Que, el artículo 36 de la Ley ibídem establece que las organizaciones sociales que desearen tener

personalidad jurídica deberán tramitarla en las diferentes instancias públicas que correspondan a su

ámbito de acción, y actualizarán sus datos conforme a sus Estatutos, señalando que el registro de las

organizaciones sociales se hará bajo el respeto a los principios de libre asociación y 

autodeterminación; 

Que, el Título XXX del Libro Primero del Código Civil, prevé la constitución de Corporaciones y

Fundaciones; así como reconoce la facultad de la autoridad que otorgó su personalidad jurídica,

para disolverlas a pesar de la voluntad de sus miembros si llegan a comprometer la seguridad del 

Estado; 

Que, la letra k) del artículo 11 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función

Ejecutiva - ERJAFE, establece como una de las atribuciones del Presidente de la República, delegar

a los ministros, de acuerdo con la materia de que se trate, la aprobación de los Estatutos de las

Fundaciones o Corporaciones, y el otorgamiento de personalidad jurídica, según lo previsto en los

artículos 565 y 567 del Código Civil; 

Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 193 de 23 de octubre de 2017, publicado en el Registro

Oficial, Suplemento Nro. 109 de 27 de octubre de 2017, se expide el Reglamento para el

otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones Sociales; 
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Que, el artículo 2 del Decreto Ejecutivo ibídem, menciona que su ámbito rige para las

organizaciones sociales y demás ciudadanas y ciudadanos con personalidad jurídica que, en uso del

derecho a la libertad de asociación y reunión, participan voluntariamente en las diversas

manifestaciones y formas de organización de la sociedad, y, para las entidades u organismos

competentes del Estado que otorgan personalidad jurídica a las organizaciones que lo soliciten en el

ámbito de su gestión; 

Que, el artículo 3 del Reglamento para el otorgamiento de Personalidad Jurídica a las

Organizaciones Sociales, señala que las organizaciones reguladas por el Reglamento para el

otorgamiento de personalidad jurídica a las Organizaciones Sociales, tendrán finalidad social y

realizan sus actividades económicas sin fines de lucro, entendiéndose por organización sin fines de

lucro aquella cuyo fin no es la obtención de un beneficio económico, sino principalmente lograr una

finalidad social, altruista, humanitaria, artística, comunitaria, cultural, deportiva y/o ambiental,

entre otras; 

Que, el artículo 7 del Reglamento ibídem, señala que para otorgar personalidad jurídica a las

organizaciones sociales sin fines de lucro, que voluntariamente lo requieran, las instituciones

competentes del Estado, de acuerdo a sus competencias específicas, observarán que los actos

relacionados con la constitución, aprobación, reforma y codificación de estatutos, disolución,

liquidación, registro y demás actos que tengan relación con la vida jurídica de las organizaciones

sociales, se ajusten a las disposiciones constitucionales, legales y al presente Reglamento; 

Que, el artículo 10 del Reglamento citado en el párrafo precedente, establece que las Fundaciones

podrán ser constituidas por la voluntad de uno o más fundadores. Estas organizaciones buscan o

promueven el bien común de la sociedad, incluyendo las actividades de promocionar, desarrollar e

incentivar dicho bien en sus aspectos sociales, culturales, educacionales, ambientales, deportivas,

así como actividades relacionadas con la filantropía y beneficencia pública; entre otras; 

Que, los artículos 12 y 13 del Reglamento ibídem, establecen los requisitos que las Corporaciones y

Fundaciones sin fines de lucro deben cumplir para la aprobación de su personalidad jurídica, y, el

procedimiento a seguir por parte de las Carteras de Estado competentes, respectivamente; 

Que, el artículo 2 del Decreto Ejecutivo Nro. 631 de 4 de enero de 2019, señala que el Ministerio

de Justicia, Derechos Humanos y Cultos queda extinguido el 14 de enero de 2019, fecha en la cual

empezará a funcionar la Secretaría de Derechos Humanos, por lo tanto, la misma asumió la

competencia para la aprobación de organizaciones sociales cuyo ámbito de acción, objetivos y fines

correspondían al extinto Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos; 

Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 420 de 05 de mayo de 2022, el Presidente Constitucional de

la República, designó a la abogada Paola Elizabeth Flores Jaramillo, como Secretaria de Derechos 

Humanos; 

Que, a través de Resolución Nro. SDH-SDH-2022-0010-R de 08 de abril de 2022, suscrita por la

máxima autoridad de la Secretaría de Derechos Humanos, en su artículo 16 establece de manera

textual lo siguiente: “La Secretaria de Derechos Humanos, delega al Director de Asesoría Jurídica, 

para que a su nombre y representación, ejerza las facultades y atribuciones siguientes: 1. Suscribir 

resoluciones relativas al otorgamiento de personalidad jurídica, (...) de las Corporaciones y
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Fundaciones cuyos fines y objetivos se encuentren enmarcados en las competencias de la

Secretaría de Derechos Humanos.”; 

Que, con Resolución Nro. SDH-SDH-2022-0015-R de 03 de junio de 2022, suscrita por la abogada

Paola Elizabeth Flores Jaramillo, Secretaria de Derechos Humanos, se expiden las reformas a la

Resolución Nro. SDH-SDH-2022-0010-R de 08 de abril de 2022, estableciendo en su artículo 3 de

manera textual lo siguiente: “Elimínese los números 1 y 2 del artículo 16 y sustitúyase por lo

siguiente: 1. Suscribir Resoluciones relativas al otorgamiento de personalidad jurídica, (…) de las

Corporaciones y Fundaciones cuyos fines y objetivos se encuentren enmarcados en las

competencias de la Secretaría de Derechos Humanos, exceptuando las que su ámbito de acción se

relacionen con las competencias de la Dirección de Registro de Nacionalidades, Pueblos

Organizaciones Religiosas.”; 

Que, mediante Acción de Personal Nro. A-0256 de 25 de agosto de 2022, la Secretaría de Derechos

Humanos, resolvió designar como Directora de Asesoría Jurídica, a la abogada María Augusta

Noroña Cajas; 

Que, a través de solicitud ingresada en el Sistema de Gestión Documental con Nro.

SDH-CGAF-DA-2022-3039-E, la señora María de Lourdes Maldonado, en su calidad de presidenta

provisional de la Fundación Dignidad y Derecho, domiciliada en el cantón Quito, provincia de

Pichincha, solicitó la aprobación del estatuto y el otorgamiento de personalidad jurídica a la

mencionada organización sin fines de lucro; 

Que, mediante oficio Nro. SDH-DAJ-2022-0271-O de 25 de julio de 2022, se realizaron

observaciones a la documentación presentada por la Fundación Dignidad y Derecho, previo a la

aprobación del Estatuto y otorgamiento de su personalidad jurídica; 

Que, conforme solicitud ingresada en el Sistema de Gestión Documental con Nro.

SDH-CGAF-DA-2022-3648-E, la abogada Nathaly Cedeño Véliz, en su calidad de delegada por los

miembros fundadores de la Fundación Dignidad y Derecho, solicitó continuar con el trámite de

aprobación del estatuto y el otorgamiento de personalidad jurídica a la mencionada organización sin

fines de lucro, en cumplimiento con las observaciones realizadas en el oficio del considerando 

anterior; 

Que, mediante memorando Nro. SDH-DAJ-2022-0690-M de 01 de septiembre de 2022, el abogado

Irwin Jamil Añamise Gutiérrez, en su calidad de Analista comunicó a la Directora de Asesoría

Jurídica, el cumplimiento de los requisitos establecidos en la normativa legal aplicable, por parte de

la Fundación Dignidad y Derecho, y, en concordancia con el principio constitucional de asociarse,

reunirse y manifestarse en forma libre y voluntaria, recomienda la aprobación de su Estatuto y el

otorgamiento de personalidad jurídica; y, 

En ejercicio de la delegación establecida en el número 1) del artículo 3 de la Resolución

Nro.SDH-SDH-2022-0015-R de 03 de junio de 2022. 

Resuelvo:

3/5
* Documento firmado electrónicamente por Quipux 



Segundo Suplemento Nº 160 - Registro Oficial

32 

Viernes 30 de septiembre de 2022

Resolución Nro. SDH-DAJ-2022-0038-R

Quito, D.M., 09 de septiembre de 2022

Artículo 1.- Aprobar el Estatuto y otorgar personalidad jurídica a la FUNDACIÓN DIGNIDAD Y 
DERECHO, con domicilio principal en el cantón Quito, provincia de Pichincha, como persona

jurídica de derecho privado sin fines de lucro, que para el ejercicio de sus derechos y obligaciones

actuará dentro del límite de sus competencias, y, se sujetará estrictamente a lo que determina la

Constitución de la República del Ecuador, el Titulo XXX del Libro Primero del Código Civil y

demás normativa legal aplicable. 

Artículo 2.- Dada la naturaleza de la Fundación, le está impedido legalmente desarrollar

actividades crediticias y lucrativas en general u otras prohibiciones establecidas en la Ley. 

Artículo 3.- La FUNDACIÓN DIGNIDAD Y DERECHO, se obliga a poner en conocimiento de

la Secretaría de Derechos Humanos, cualquier modificación en su Estatuto, integrantes de su

Directorio, inclusión y salida de miembros, y demás información relevante de las actividades que la

organización realice en cumplimiento a la normativa legal vigente y estatutaria. 

Artículo 4.- La FUNDACIÓN DIGNIDAD Y DERECHO, realizará los trámites pertinentes en el

Servicio de Rentas Internas, a fin de obtener el Registro Único de Contribuyentes - RUC. 

Artículo 5.- La Secretaría de Derechos Humanos, registra en calidad de miembros fundadores a las

personas que suscribieron el acta constitutiva de la Fundación Dignidad y Derecho, el mismo que

consta dentro de los documentos que forman parte del expediente administrativo de la 

organización. 

Artículo 6.- La Presidenta provisional de la Fundación Dignidad y Derecho, convocará a una

Asamblea General Extraordinaria para la elección de la Directiva, de conformidad a lo dispuesto en

el artículo 16 del Reglamento para el otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones 

Sociales. 

Artículo 7.- La veracidad sobre la autenticidad de los documentos ingresados es de exclusiva

responsabilidad de los peticionarios o representantes de la Fundación. En todo caso, de

comprobarse falsedad u oposición legalmente fundamentada, la Secretaría de Derechos Humanos se

reserva el derecho de dejar sin efecto el presente instrumento legal y de ser necesario, iniciar las

acciones legales correspondientes. 

Artículo 8.- La FUNDACIÓN DIGNIDAD Y DERECHO, en el caso de organizar un

Consultorio Jurídico Gratuito, el mismo deberá acreditarse y ser evaluado por la Defensoría

Pública, de conformidad a la normativa aplicable y las directrices que se emitan por parte de la

institución competente. 

Artículo 9.- La FUNDACIÓN DIGNIDAD Y DERECHO, en el caso de crear un Centro de

Mediación está obligada a registrarlo ante el Consejo de la Judicatura, de conformidad a lo

establecido en el artículo 52 de la Ley de Arbitraje y Mediación, y, el Instructivo de Registro y

Funcionamiento de Centros de Mediación, expedido mediante Resolución del Consejo de la

Judicatura Nro. 26 de 20 de febrero de 2018, publicado en el Registro Oficial Suplemento Nro. 209

de 27 de marzo de 2018. 

Artículo 10.- La Secretaría de Derechos Humanos podrá ordenar la cancelación del registro de la
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Fundación Dignidad y Derecho, de comprobarse las causales establecidas en el artículo 19 del

Decreto Ejecutivo Nro. 193 de 23 de octubre de 2017, o la norma que regula este proceso al

momento de haber incurrido en la causal. 

Artículo 11.- Notificar a la Presidenta provisional de la Fundación Dignidad y Derecho, con un

ejemplar de la presente Resolución, de conformidad con lo dispuesto en la normativa legal vigente. 

La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su

publicación en el Registro Oficial. 

Por delegación de la Secretaria de Derechos Humanos, suscribo. 

Comuníquese y publíquese.- 
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